
das cundas) o las prostitu-
tas que capten a clientes 
en zonas próximas a co-
legios o cerca de carre-
teras, otro intento de lu-
char estérilmente contra 
la prostitución sin abor-
dar abiertamente el fenó-
meno en toda su comple-
jidad social. Y la guinda 
del pastel: el castigo para 
los que ofendan a Espa-
ña, mientras que en Es-
tados Unidos, tan patrio-
tas ellos, no se castiga ni 
a los que queman la ban-
dera…
 Por lo demás, la pro-
puesta convertirá en fal-
ta grave los escraches; la 
grabación y difusión de 
imágenes de policías en 
servicio; las protestas sin 
permiso ante el Congre-
so, el Senado, los parla-
mentos autonómicos y 
los tribunales; la altera-
ción del orden público 
con capucha o insultar a 
un policía en el transcurso de una 
manifestación, conllevando una 
sanción de hasta 30.000 euros. Parti-
cularmente insólito resulta que In-
terior amenace con sanciones tam-
bién de hasta 30.000 euros a quien 
insulte a un agente cuando esté «ve-
lando por el mantenimiento del or-
den público» en una manifestación, 
especialmente si se tiene en cuen-
ta que el Código Penal castiga una 
agresión –¡ya no un insulto!– con 
multas de menor cuantía.
 Además, la restricción de las pro-
testas en torno a los parlamentos se 
remonta a la Revolución francesa, 
ciertamente, pero no es una ley ad-
ministrativa la más adecuada para 

Vagos y maleantes 2.0
La ‘ley Fernández’ es de dudosa constitucionalidad y desborda el límite de los derechos fundamentales

L
a reforma de la llamada ley 
de la patada en la puerta po-
día muy bien haber recupe-
rado la denominación de 
la ley de vagos y maleantes 

del franquismo, puesto que no se tra-
ta solo de una ley de la patada en la bo-
ca, como se ha dicho parafraseando 
el antecedente de la ley Corcuera de 
1992 debido al recorte de la libertad 
de expresión, de reunión o de mani-
festación. No en vano se trata de una 
ley que nos retrotrae al orden público, 
al palo y tentetieso, en lugar de a la 
«protección de la seguridad ciudada-
na» como reza su capcioso título. En 
suma, el proyecto de Fernández Díaz 
rezuma un autoritarismo pretérito y 
está pensado para anestesiar la pro-
testa social. Emula las primeras me-
didas de Sarkozy cuando, so pretex-
to de combatir el terrorismo y el trá-
fico de drogas, focalizó toda la insidia 
punitiva de la República Francesa en 
las protestas callejeras y llegó a pena-
lizar las reuniones de jóvenes en las 
escaleras de los edificios. 

EL PROYECTO es un autén-
tico batiburrillo de dudosa constitu-
cionalidad, que desborda los límites 
de los derechos fundamentales. En 
él conviven desde las sanciones ra-
zonables a los que queman mobilia-
rio público o atentan contra la segu-
ridad viaria atacando con láseres a 
conductores o pilotos, hasta las mul-
tas de incluso 30.000 euros a quienes 
hagan de taxista para llevar a toxicó-
manos a comprar droga (las llama-

ponderar las molestias que compor-
ta el derecho de manifestación ante 
una cámara o, incluso, ante el domi-
cilio de un político. Además, el Có-
digo Penal ya castiga la concentra-
ción ante un parlamento «si se alte-
ra el normal funcionamiento de la 
cámara».
 El Tribunal Superior de Justicia 
del País Vasco consideró en abril que 
los escraches pueden ser una «per-
turbación desproporcionada», pe-
ro asumió también que «el derecho 
a reunión no puede ser limitado a 
priori por disposiciones administra-
tivas», de modo que no puede blin-
darse un perímetro antes de recibir 
una propuesta de recorrido. El pro-

pio fiscal del Estado, Torres Dul-
ce, admitió que no debe «crimina-
lizarse» cualquier reunión o ma-
nifestación, y que la fiscalía solo 
analizaría los escraches con «tras-
cendencia penal». Piénsese, ade-
más, que recurrir una multa de es-
tas proporciones ante el contencio-
so-administrativo puede suponer 
no menos de 2.000 euros en tasas,  
mientras que la vía penal es gratui-
ta. Sin olvidar que, con esta huida 
del derecho penal y la consiguien-
te administrativización de la seguri-
dad ciudadana, será el ciudadano 
el que demuestre su inocencia an-
te los tribunales y no el Estado. 

ES LEGÍTIMO  que haya 
quienes no deseen manifestacio-
nes ni huelgas, como el Gobier-
no y el PP. Pero entonces deberían 
plantear un cambio en esa Cons-
titución que mantienen escayola-
da. Como dice el profesor Manuel 
Ballbé, la seguridad humana no se 
protege solo con policía, sino con 
intangibles como la educación o 
la integración de la inmigración. 
Con un paro de más del 25%, puede 
decirse que el comportamiento so-
cial está siendo modélico y que los 
niveles de criminalidad se mantie-
nen en cotas razonables.
 ¡Ah!, y recuérdese que el Tribu-
nal Constitucional anuló la patada 
en la puerta, que permitía a la poli-
cía entrar en los domicilios de sos-
pechosos de tráfico de drogas sin 
orden judicial, por vulnerar la in-
violabilidad del domicilio. Duran-
te el año que estuvo en vigor, la po-
licía detuvo a 800 personas que 
luego fueron absueltas. ¿Vamos a 
tener que ver lo mismo? H
Profesor del Departamento de Derecho 
Constitucional y Ciencia Política de la UB.
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Quien no quiera huelgas
ni manifestaciones, que plantee 
un cambio de la Constitución
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La legislación sobre seguridad

H
ace ya unos cuantos 
años, cuando aún nos 
mecíamos en el confor-
table boom del ladrillo 
pero ya barruntábamos 

que el cuento de hadas tocaba a su 
fin, todos nos preguntábamos cuál 
sería el nuevo patrón de crecimien-
to de España. Reparen en el detalle: 
no dudábamos de que nuestra eco-
nomía continuaría creciendo sin ce-
sar; solo nos cuestionábamos, feli-
ces nosotros, cuál sería el nuevo mo-
delo económico que nos permitiría 
seguir viviendo igual de bien. Pero 
mientras hacíamos cábalas repan-
tingados en el mullido lecho de las 
plusvalías inmobiliarias, no movía-
mos ni un solo dedo para desvelar 
tan juiciosa incógnita. Así que, al es-
tallar la burbuja inmobiliaria, nos 

bujas imaginarias. Como la ley de 
dependencia, que transformó el 
agravio en derecho universal con la 
mejor de las intenciones y la peor de 
las previsiones. O el negocio del fút-
bol, con fichajes galácticos que los 
clubs no podían pagar ni median-
te esos derechos televisivos que las 
televisiones no se podían permitir. 
O las autopistas sin coches, o los ae-
ropuertos sin aviones, o las deficita-
rias líneas del AVE que ahora Fomen-
to se dispone a privatizar. O la tarifa 
eléctrica, esa burbuja de dimensio-
nes cósmicas que a punto está de es-
tallarnos en la cara.
 Esta pompa la inauguró Rodri-
go Rato (PP) y luego la engordó Pe-
dro Solbes (PSOE), los dos ministros 
de Economía responsables, a par-
tes iguales, de la presente crisis. A 

30.000 millones de euros (ahí es na-
da) asciende el llamado déficit ta-
rifario: la diferencia entre el coste 
de la producción eléctrica que re-
conoce el Gobierno y el precio que 
el propio Gobierno permite cobrar 
a los usuarios. Hacienda, que iba a 
absorber 3.600 millones de ese défi-
cit, al final ha dado marcha atrás. 

Aprender de los errores
Mientras cada presidente, cada em-
presario y cada ciudadano busque 
una burbuja donde medrar, y no 
una base sólida donde crecer, Espa-
ña continuará siendo tan frágil co-
mo una pompa de jabón. ¿Apren-
deremos de nuestros errores?

¿Cuál es
mi burbuja?

@Enric_Hernandez

quedamos compuestos y sin alterna-
tiva: con seis millones de parados y 
sin burbuja donde cobijarnos.
 Mas, tenaces como somos, no ce-
jamos en el intento de hinchar bur-

La clave
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La rueda

Zapatero 
quiere muy 
mal al PSOE

CARLOS

Elordi

S
e creía que José Luis 
Rodríguez Zapatero 
había desaparecido de-
finitivamente de la es-
cena pública. Que ha-

bía asumido que sus errores y su 
responsabilidad directa en algunos 
de los desmanes que han llevado al 
desastre actual lo habían condena-
do para siempre al ostracismo. Pero 
ha vuelto. Y no para reivindicarse, 
sino para vender el mayor número 
posible de ejemplares de sus me-
morias. Apropiándose para ese fin 
de la carta en la que el BCE conmi-
naba en el 2011 al Gobierno espa-
ñol a tomar drásticas medidas eco-
nómicas y sociales. Un texto que 
pertenece a los archivos del Estado. 
Y que Zapatero ha difundido como 
si fuera un nuevo Julian Assange, 
el de Wikileaks, que lo único que 
quiere es sacar a la luz los trapos su-
cios de la política.
 La revelación no aporta nada. 
Porque el contenido sustancial del 
texto se conocía desde entonces. 

Pero hace ruido mediático. Es bue-
no para la promoción de un libro. 
Aunque deje en muy mal lugar a 
quien lo difunde. No solo por la ci-
tada apropiación indebida –¿delic-
tiva?– de ese material, sino porque 
deja bien a las claras que Zapatero 
aceptó sin rechistar las imposicio-
nes que le hizo el BCE. Ocultándo-
las, además. Sin el mínimo gesto de 
resistencia, de dignidad. Como el 
del primer ministro griego Yorgos 
Papandreu, que dimitió antes que 
obedecer órdenes similares.
 La imagen del socialismo espa-
ñol sufre un nuevo golpe con este 
episodio. La polémica entre altos 
cargos del Gobierno de Zapatero 
que ha seguido a la publicación de 
otras memorias, las de Solbes, lo 
ha agravado. Todos, al igual que su 
antiguo jefe, han despreciado de 
forma ignominiosa la suerte de su 
partido. Lo incomprensible –¿o hay 
alguna clave que lo explique?– es 
que la dirección del PSOE convirtie-
ra a Zapatero en una de las estrellas 
de su congreso andaluz. Justo días 
antes de que saliera el libro. H

Es incomprensible que 
el partido convirtiera al 
expresidente en la estrella 
de su congreso andaluz
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